
 

 



 

 

 



 

 

 





 

 
l desarrollo y aplicación de la prueba piloto 
de la Herramienta para la Evaluación de la 
Implementación de Legislación (IAT por 
sus siglas en inglés) sobre acceso a la infor-

mación del Centro Carter no habría sido posible sin el 
esfuerzo de muchas personas dedicadas y talentosas. 
Laura Neuman, directora de la Iniciativa Global de 
Acceso a la Información del Centro Carter, quien a lo 
largo de 15 años de experiencia en los ámbitos del   
acceso a la información y buen gobierno, identificó la 
necesidad de enfocar atención y esfuerzos a la         
implementación de leyes de acceso a la información. 
Neuman fue responsable del desarrollo de la metodo-
logía y los indicadores de la IAT; además, invirtió  
incontables horas en capacitar y apoyar a los investi-
gadores; vinculó a los interlocutores locales; revisó 
miles de indicadores y resultados para garantizar  
precisión y coherencia; asimismo, redactó y editó este 
informe.  

Jorge Romero León, experto en transparencia,    
trabajó con el equipo del Centro Carter para desarro-
llar y perfeccionar los indicadores. Le extendemos un 
agradecimiento especial por su tiempo, dedicación y 
buen humor. Además, durante el desarrollo de la IAT, 
el Centro recibió las ideas, consejos y aliento de      
literalmente decenas de expertos renombrados a nivel 
mundial por su trabajo en derecho de acceso a la    
información. Por favor consulte la página siguiente 
para ver una lista completa de colaboradores.  

El equipo de investigación en Guatemala fue      
dirigido por el reputado experto en transparencia 
Manfredo Marroquín, quien supervisó la aplicación 
de la herramienta. Él fue acompañado por Marvin Pol 
Álvarez, quien llevó a cabo todas las entrevistas y  
vació los insumos de todos los indicadores en Indaba 
de Global Integrity, una plataforma en línea. El         
profesor Silvio Gramajo, experto en acceso a la infor-
mación, se incorporó exitosamente como evaluador 

anónimo. El conocimiento y la experiencia del equipo 
de investigación y el evaluador, combinados con su 
pasión y compromiso, ayudaron a asegurar la fiabili-
dad de los resultados de la IAT.  

Además, queremos agradecer a nuestros amigos 
de Global Integrity, especialmente a Nathaniel Heller y 
Monika Shepard, quienes fungieron como mentores 
en el proceso de utilización de la plataforma Indaba, 
el medio donde se cargaron y revisaron los datos de 
esta evaluación.  

El Centro Carter tiene el privilegio de contar con 
un equipo increíblemente comprometido que trabajó 
en el desarrollo y aplicación del piloto de la IAT y de 
este informe. Kari Mackey, asociada principal de   
programa, apoyó en todos los aspectos del proyecto 
desde el inicio, además, realizó el diseño del informe. 
Asimismo, se extiende un especial agradecimiento a 
la ex vice coordinadora de proyecto, Sarah Lovatt, 
quien trabajó incansablemente para elaborar y        
actualizar los materiales de capacitación, presupues-
tos y los reportes para donantes. Lovatt también   
ayudó a configurar Indaba para las fases piloto II y III 
y proporcionó la coordinación logística para las      
capacitaciones y reuniones de validación. Sin su ener-
gía, el proyecto seguramente se hubiera tambaleado. 
Por otra parte, nos gustaría agradecer a todos los    
pasantes quienes llevaron a cabo labores de investiga-
ción, redacción de informes y que proporcionaron el 
apoyo logístico para el desarrollo de la IAT y el      
pilotaje en los últimos años. 

Destacamos el agradecimiento a nuestros donan-
tes, el International Development Research Centre de   
Canadá, Irish Aid, y The William and Flora Hewlett 
Foundationñsu confianza en este trabajo permitió que 
el proyecto avanzara.  

Por último, agradecemos a los funcionarios        
públicos que colaboraron con los investigadores y  





 

 
l derecho de acceso a la información es una 





 

insumos requeridos para que pueda cumplir con tales 
obligaciones. Si vemos a la dependencia como a un 
paciente y a la falta de capacidad como a un virus 
dentro del sistema de implementación de acceso a la 
información, la IAT será una herramienta médica para 
diagnosticar el grado en el que la dependencia        
pública está preparada para proporcionar                
información. La IAT ofrece a las dependencias guber-
namentales detalles específicos sobre dónde y cómo 
mejorar su capacidad para implementar la legislación 
en materia de acceso a la información. 

 

 
El Centro Carter diseñó y creó la IAT través de       
investigación documental, servicios de consultoría y 
evaluaciones de pares periódicas. Como primer paso, 
el Centro se enfocó en investigación centrada en     
identificar la amplitud de los planes nacionales y sub-
nacionales de implementación y evaluar los puntos en 
común. Sorprendentemente, se encontró que había 
muy pocos planes disponibles en materia de acceso a 
la información en el ámbito nacional o por dependen-
cia. Además, se realizó una extensa revisión de la    
literatura relacionada con la implementación del    
acceso a la información y política pública y la          
administración pública; aquí también se encontraron 
relativamente pocos artículos o estudios. En base a la 
investigación inicial y nuestra experiencia, se desarro-
lló una matriz preliminar de semejanzas y enfoques 
únicos/innovadores en materia de implementación.  

Después de la fase de investigación, el Centro   
Carter convocó a un grupo de expertos de reconocido 
prestigio para considerar el valor y la eficacia de un 
instrumento de evaluación de la implementación y 
para proporcionar insumos para su diseño básico. En 
esta primera reunión se examinaron ambos cuestiones 
claves para la ejecución y los indicadores anticipados 
y con la identificación de los instrumentos para      
medirlos. Se acordó que un objetivo importante de la 
IAT era crear una herramienta que fuera útil para los 

gobiernos, y que les permitiera evaluar la amplitud y 
la calidad de sus esfuerzos de implementación, en  
lugar de convertirse en un ranking más punitivo o un 
“martillo.”  

Durante esta consulta inicial, modificamos nuestro 
diseño original, que había incluido considerar la     
implementación durante una serie de fases.2 Los dos 
días de discusión robusta establecieron la importancia 
de la IAT, pero también destacaron una serie de    
problemas potenciales y riesgos asociados con una 



 

requirió, además, tiempo adicional para verificar   
estas determinaciones con colegas expertos dentro de 
gobierno, sociedad civil y el mundo académico.   
También estuvimos conscientes de que la herramienta 
debería funcionar igual de bien cuando se usara en un 
sistema maduro (donde la ley existe desde hace años), 
así como en un país con una Ley de Transparencia 
recién aprobada. Este mandato nos obligó a verificar 
que cada indicador fuera válido en una variedad de 
contextos.  

Con el diseño inicial de la IAT completo, el Centro 
Carter convocó a un grupo de expertos en acceso a la 
información y transparencia para una revisión entre 
pares más amplia que determinó el primer proyecto 
de indicadores, la metodología de aplicación y mues-
treo (nivel país y ministerio/dependencia). Después 
de largas discusiones y consideraciones, el Centro  







 

 
ara asegurar la eficacia y el valor de la IAT, 
el Centro decidió aplicar la herramienta  
mediante un trabajo por fases en más de 10 
países piloto. Durante la fase piloto I se  

evaluó a tres países, en la fase piloto II a cuatro países, 
y en la fase piloto III a cuatro países más. Aunque la 
intención inicial era evaluar un país a la vez, a la luz 
de las modificaciones significativas de los indicadores 
en cada fase piloto, se decidió incluir a los primeros 



 

como en Chile, Indonesia, Escocia y Uganda. Una vez 
más, el Centro Carter realizó una reunión de revisión 
para perfeccionar la herramienta y su metodología. En 
el otoño de 2013, la fase piloto III incluyó cuatro      
nuevos países: Georgia, Jordania, Guatemala y los  
Estados Unidos. Los investigadores de estos países 
aplicaron todos los indicadores revisados de la IAT; 
los investigadores de las fases pilotos I y fase piloto II 
se unieron a este grupo y aplicaron todos los indica-
dores nuevos o modificados en sus respectivos países.  
 

 

La fase piloto I incluyó 72 indicadores. Durante esta 
fase, todavía se estaba considerando si se podrían 
identificar mejores prácticas de aplicación universal. 
Sin embargo, durante el debate de revisión, se hizo 
evidente que esto sería demasiado prescriptivo y no 
captaría los matices del contexto de cada país. Por otra 
parte, no reflejaría la terminología utilizada por los 
más destacados profesionales en materia de             
supervisión, quienes utilizan el término de “buenas 
prácticas”. Los participantes recomendaron, y        
concordaron, que la herramienta de evaluación de la 
implementación debería servir para desarrollar y   
medir las “buenas prácticas” y de esta manera reflejar 
de manera más significativa la realidad – pueden   
haber varias buenas prácticas, en función de las      
circunstancias de cada país y las dinámicas adminis-
trativas. Se hicieron cambios metodológicos después 
de esta fase, incluyendo la adición de una evaluación 
anónima, además de los grupos de enfoque, la       
evaluación de una dependencia más pequeña y con 
menores recursos, y el uso de la plataforma Indaba 
para la recolección de datos. 

 

 

Con las revisiones y mejoras derivadas de la fase     
piloto I, la IAT incluyó 75 indicadores a probarse en 
los países piloto de las fase piloto I y fase piloto II: 
Chile, Indonesia, Escocia y Uganda; además se      
unieron Sudáfrica, Bangladesh y México. Los investi-
gadores locales probaron la herramienta en los seis 



 

 
espués de 36 años de guerra civil en    
Guatemala, el gobierno y la guerrilla    
firmaron un acuerdo de paz que fortaleció 
el poder civil y los derechos humanos en 

el país. Lo anterior sentó las bases de la democracia y 
la participación ciudadana. El artículo 30 de la       
Constitución de Guatemala, redactado en 1986, identi-
fica el derecho de acceso a la información pública   
como un derecho humano garantizado por el Estado; 
sin embargo, el impulso para poner en práctica la   
legislación en materia de ese derecho no se manifestó 
sino hasta más de una década después.  

Después de las atrocidades, los militares obstruye-
ron el acceso de la Comisión para el Esclarecimiento 
Histórico a la documentación gubernamental sobre la 
guerra. Como lo señala un investigador del Centro de 
Estudios en Libertad de Expresión y Acceso a la     
Información: “Es difícil hablar de la evolución del  
derecho a saber en América Latina sin pensar en las 
luchas por el derecho a la verdad: el derecho de las 
familias de los desaparecidos para saber qué pasó con 
sus seres queridos y el papel que el Estado desempe-
ñó, independiente de la viabilidad de un proceso    
penal.” Cuando el Diario Militar que contenía         
información sobre 183 personas que habían sido 
“desaparecidas por las fuerzas de seguridad” fue   
filtrado por los militares y divulgado al público en 
1999, los guatemaltecos se enteraron de que aún     
existían registros que detallaban el papel del Estado 
en los asesinatos y desapariciones. Esto animó para 
que especialistas en transparencia cabildearan para 
que el derecho de acceso a la información se viera  
reflejado en una ley con el fin de asegurar el acceso a 
esos documentos. Entre los actores claves de la socie-
dad civil se encontraron: la Asociación para el Estudio 
y Promoción de la Seguridad en Democracia, Acción 
Ciudadana, la Asociación de Investigación y Estudios 
Sociales, la Fundación Myrna Mack y Periodismo por 
el Acceso a la Información Pública. En 2002, los        
esfuerzos de las organizaciones llevaron a la            

introducción de la primera propuesta de ley de ATI 
en el Congreso. A partir de ese momento, el impulso a 
la legislación avanzó lentamente durante los           
próximos seis años.  

En 2008, salió a la luz que miembros de la       
Asamblea Nacional habían desviado y/o robado 11 
millones de dólares de fondos públicos. Mientras que 
el escándalo inspiró a muchos defensores del acceso a 
la información, particularmente provocó que los    
medios de comunicación presionaran para la        
aprobación de una ley que garantizara la libertad de 
información. Cinco de seis artículos en el periódico 
líder en Guatemala, Prensa Libre, estuvieron relacio-
nados con el acceso a la información durante los    
cuatro meses anteriores a la aprobación definitiva de 
dicha ley.5  

La Ley de Acceso a la Información de Guatemala 
fue aprobada por unanimidad por el Congreso de la 
República en septiembre de 2008 y entró en vigor en 
abril de 2009. Esta legislación incluye diversas         
categorías de información tales como: salarios de    
funcionarios, gasto de las dependencias, criterios    
utilizados para la selección de contratistas y organiza-
ciones que reciben fondos del Estado—que deben 
brindarse al público. La legislación aplica a más de 
1,000 dependencias públicas y 8,000 organizaciones 
no gubernamentales y contratistas privados.6 

De acuerdo al Índice del Derecho a la Información 

próximos seis años. 



 

Los poderes públicos están obligados a designar y 



 

Un desafío importante, resultado de la insuficien-
cia y falta de lineamientos estandarizados, es la    
prevalencia de una mala gestión documental. Si bien 
la ley de acceso a la información hace un llamado 
específico referente a la gestión adecuada de          
documentación, no describe un sistema para hacerlo.   
Como resultado, es difícil para los organismos      
sujetos a la ley el encontrar los documentos           
solicitados. Adicionalmente, información que        
pudiera ser útil para el público, como la relacionada 
con la infraestructura y límites geográficos,           
simplemente nunca se ha documentado/escrito.  

Otro obstáculo para la aplicación de la ley es la 
falta de recursos humanos y financieros. En 2012, el 
Departamento de Estado de Estados Unidos criticó a 
Guatemala por no proporcionar un suministro     
adecuado de estos recursos.14 Además, una nube de 
secrecía sigue envolviendo a la guerra civil que duró 
más de dos décadas. Muchos de los documentos   
relacionados con ese conflicto siguen siendo          
inaccesibles para la población.15  

Bajo la ley, los organismos públicos deben emitir 
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te. Aún hay una cantidad sustancial de información 
crucial que no se pone por escrito y la traducción de 
la ley a lenguas indígenas no tiene un efecto            
significativo en el uso del derecho por los ciudadanos. 
Además, el gobierno todavía no ha asignado           
suficientes recursos humanos o financieros para la 
implementación de la ley y una cantidad significativa 
de información sigue clasificada e inaccesible a los 
36 540ár escrito y la traducción de 







 



 



 





 



 



 







 



 



 



 



 



 

 
l concluir la fase piloto III de la IAT, el  
investigador Marvin Pol Álvarez y colegas 
de Acción Ciudadana convocaron a un 
grupo de enfoque compuesto principal-

mente por actores de la sociedad civil con experiencia 
en la promoción y uso del derecho de acceso a la    
información. Los participantes del grupo de enfoque 
fueron seleccionados por su experiencia en temas de 
acceso a la información y transparencia. Entre quienes 
integraron el grupo focal se encuentran investigado-
res y consultores que enriquecieron el acervo de     
conocimientos e información sobre la práctica de    
acceso a la información en Guatemala.  

El objetivo del grupo de enfoque fue compartir los 



 

para la entrega de información. Otra cuestión          
importante considerada por el grupo de enfoque fue 
el pago por documentos obtenidos a través de la ley 
de acceso a la información. Encontraron una ausencia 
de directrices para determinar los procedimientos   
para el pago de la reproducción de documentos. Un 
participante dijo que algunas instituciones prefieren 
que el solicitante realice las copias de los archivos   
originales fuera del edificio público sin ninguna     
medida de seguridad. Los investigadores también 
percibieron que esto podría ser una oportunidad para 
que los servidores públicos/funcionarios reciban un 
beneficio monetario por la reproducción de             
documentos. 

El cumplimiento de los plazos previstos para que 
una dependencia responda a una solicitud de acceso a 
la información, y la forma de la respuesta fue muy 
variable, incluyendo una serie de fallas gubernamen-
tales para emitir negativas por escrito. Los               
participantes del grupo de enfoque consideraron que 
esto podría atribuirse a la falta de directrices o        
instrucciones para la tramitación de una solicitud.  

Además, el grupo de enfoque estuvo de acuerdo 
con los hallazgos de la IAT relacionados con la       
divulgación proactiva, y señaló que las fallas de las 
dependencias para publicar automáticamente la     



 

 
n general, los ministerios y dependencias 
evaluados no han realizado avances     
suficientes con respecto a la implementa-
ción del acceso a la información. 

 

 



 

mientras que la mayoría de las dependencias          
presentan informes anuales a la procuraduría de los 
derechos humanos, el informe del instituto nacional 
de estadística no incluyó estadísticas sobre el número 
de solicitudes y respuestas.  
 

 

La función de divulgación proactiva enfrenta un    
déficit de implementación similar a los mencionados 
en otras áreas. Los ministerios y organismos          
evaluados no han creado o adoptado directrices o  
sistemas escritos para la divulgación proactiva.         
Aunque en la mayoría de los casos hay un              
funcionario público que de manera informal está   
encargado de las funciones de divulgación proactiva, 
él/ella no tiene ni el tiempo, personal y/o formación 
necesaria para cumplir con sus responsabilidades. 
Los esfuerzos de monitoreo de los ministerios no   
recogen sistemáticamente las estadísticas relaciona-
das a la divulgación proactiva, ni tampoco dan       
seguimiento periódico a estas actividades. Las       
normas existentes no incluyen el desarrollo de un  
esquema de publicación o la actualización y          
mantenimiento de un esquema, ni especifican cómo 
deben darse a conocer los documentos.  
 

 

Mientras que algunas dependencias, como el          
Ministerio de Agricultura, han realizado algún       
esfuerzo para la creación o adopción de directrices 
escritas para la gestión documental y clasificación de 
documentos, no existen las instrucciones para la    
implementación y funcionamiento de un sistema de 
gestión documental. Los hallazgos de la IAT reflejan 
una realidad donde en la mayoría de los casos las  

dependencias no tienen la capacidad para proteger, 
conservar y disponer de documentos. Además, las 
dependencias no tienen un sistema para la gestión de 
archivos en soporte papel o electrónico. Aunque al 
parecer todos los funcionarios públicos reciben      
comunicaciones formales respecto a los                   
procedimientos básicos de gestión documental, estas 
comunicaciones no son continuas, y el funcionario 
público encargado de la gestión, y el personal de   
archivo, no recibe capacitación suficiente para      
cumplir con sus responsabilidades en la materia. Por 
último, los ministerios han hecho poco para vigilar 
periódicamente su gestión documental o para        
mejorar sus sistemas. 

Foto de Ciudad de Guatemala desde El Mirador en la portada, cor-
tesía de Rigostar en  ms.wikipedia [(https://
commons.wikimedia.org/wiki/File:Guatemala_City_%28663%
29.jpg) or CC-BY-SA-3.0 (http://creativecommons.org/license/by-
sa/3.0/)], via Wikimedia Commons.  



 
Funciones Fundamentales: Liderazgo  1. ¿Participa activamente un funcionario público de la de-pendencia con autoridad sobre políticas en la creación, adopción, o evaluación de una política específica de AI?  A) Sí B) No C) No aplica, la dependencia no tiene autoridad crear, adoptar, o evaluar una política específica de AI 2. ¿
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autoridad sobre políticas en reuniones con funcionarios públicos responsables de actividades relacionadas al AI?  A) Dos veces al año B) Una vez al año C) Rara vez o nunca 3.  ¿
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poración del AI, por ejemplo, mediante la inclusión de los principios de acceso a la información en metas, objetivos y/o resultados? A) Sí B) No  Funciones Fundamentales: Reglas  4. Crea o adopta la dependencia lineamientos especificos sobre AI? A) Sí B) No 5. ¿Con qué frecuencia los lineamientos de AI se evalúan por un funcionario público de la dependencia con autori-dad sobre políticas? A) Los lineamientos de AI se evalúan al menos cada 2 años B) Los lineamientos de AI se evalúan periódicamente  C) Los lineamientos de AI no han sido evaluados D) No aplica, los lineamientos son menores a dos años  6. ¿Con qué frecuencia los lineamientos de AI se revisan por un funcionario público de la dependencia con autori-dad sobre políticas? A) Los lineamientos de AI se revisan después de un cambio en política  B) Los lineamientos de AI no han sido revisados des-pués de un cambio en política  C) No aplica, la política no se ha cambiado o la depen-dencia no tiene autoridad para revisar  



 

B) No 
12.  ¿Los esfuerzos de comunicación pública de la depen-
dencia incluyen específicamente información sobre los pro-
cedimientos de AI? 

A) Sí 



 

20.  ¿Tienen los funcionarios responsables de las funciones 







 

Divulgación Proactiva: Reglas 
39. Ha creado o adoptado la dependencia lineamientos es-
critos para divulgación proactiva?    

A) La dependencia ha creado o adoptado lineamientos 
escritos para divulgación proactiva que incluyen 
todos los siguientes rubros:  

 i. Desarollo del esquema de publicación;   
 ii. Actualización y mantenimiento del es-

quema. 
 iii. Lineamiento para identificar/enlistar, 

 









 

de archivos y su personal no reciben capacitación 
formal en la materia 

62.  ¿Se concientiza a los funcionarios públicos sobre los 
procedimientos básicos de gestión de archivos? 

A) Todos los funcionarios públicos son concientizados 
de manera periódica sobre procedimientos básicos 
de gestión de archivos a través de mecanismos 
institucionales formales 

B) Todos los funcionarios públicos reciben comunica-
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